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Expediente: 1049/1erJAM/2017-JN

Juzgado Primero Administrativo Municipal


León, Guanajuato, a 16 dieciséis de agosto del año 2019 dos mil diecinueve. 
V I S T O para resolver el expediente número 1049/1erJAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 02 dos de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes, de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Prevención a la demanda.


SEGUNDO.- Por auto de fecha 05 cinco de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, se requirió a la parte actora para que en el término de 05 cinco días hábiles aclarara y completara su escrito de demanda, apercibiéndole que en caso de incumplimiento  se acordaría lo que en derecho procediera sin descartar el desechamiento. . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Admisión de la demanda y pruebas.
TERCERO.- El 17 diecisiete de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó promoción de cumplimiento; y, por auto de fecha 20 veinte del mismo mes y año,  previo cumplimiento a lo requerido, se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental exhibida a la misma, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, y se admitió la prueba de inspección; previo a acordar sobre la admisión de la prueba de informe a cargo de la autoridad demandada, se le requirió para que en el término de 05 cinco días precisara los hechos concretos sobre los que versaría dicha probanza, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se le tendría por no admitida;  además, previo a acordar sobre la suspensión, se le concedió el término de 03 tres días para que garantizara el interés fiscal. . . . . . . . . .  . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Se cumple requerimiento.


CUARTO.-  El 25 veinticinco de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, el autorizado de la parte actora presentó promoción de cumplimiento; y por auto de fecha  06 seis de noviembre de ese mismo año, previo cumplimiento, a la actora se le admitió la prueba de informe a cargo de la autoridad demandada. . . . . .  . . . . . . . 

Desahogo de la prueba de inspección.


QUINTO.- El 08 ocho de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, a las 12:30 doce horas con treinta minutos, se llevó a cabo el desahogó de la prueba de inspección admitida a la parte actora, en la que se tuvo por presente al autorizado de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .

Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
SEXTO.- El 07 siete de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad presentó escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 10 diez de ese mismo mes y año,  se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental  aceptada a la parte actora en el auto de radicación así como la descrita en el punto 02 dos del capítulo de pruebas de su contestación, las que por su naturaleza en ese momento se tuvieron desahogadas; y la presunción legal y humana en lo que le beneficie; además se fijó fecha y hora para que tuviera verificativo la audiencia de alegatos. . . 

Se rinde prueba de informe.

SÉPTIMO.-  El 29 veintinueve de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad demandada presentó promoción; y, por auto de fecha  04 cuatro de diciembre de ese mismo año, se le tuvo por rindiendo la prueba de informe que le fuera admitida a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de pruebas y alegatos.

OCTAVO.- El 10 diez de enero del año 2018 dos mil dieciocho, a las 11:00 doce horas, fue celebrada la audiencia de pruebas y alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes y se tuvo al autorizado de la parte actora presentando escrito de alegatos; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse actos administrativos imputados al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
Precisión y existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna: a). Documento A 41071104, con fecha de emisión 11 once de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, en el que consta el saldo por la cantidad de $645,228.00 (seiscientos cuarenta y cinco mil doscientos veintiocho pesos 00/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de: saldo anterior; I.V.A. de saldo anterior; drenaje; recargos; recargos de documentos; e I.V.A; vinculado a la cuenta 148900; b). Documento A 41071103, con fecha de emisión 11 once de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que contiene el saldo por la cantidad de $62,662.00 (sesenta y dos mil seiscientos sesenta y dos pesos 00/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de:  saldo anterior; I.V.A. de saldo anterior; consumo de agua; drenaje; recargos; recargos de documentos; e I.V.A., vinculado a la cuenta 67973; y c). La suspensión del servicio; actos todos ellos respecto al inmueble ubicado en Agustín Melgar número 204 dos cientos cuatro,  Héroes de Chapultepec de esta ciudad. . . . . . . . . 

La existencia de los actos señalados en los incisos a) y b), se encuentran acreditados con el original de los mencionados documentos, los cuales obran en el proceso a fojas 06 seis y 07 siete; y la del acto señalado en el inciso c), se encuentra acreditado en autos con la prueba de inspección que obra a foja 18 dieciocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada manifiesta que respecto a la cuenta 67973 la actora carece de facultades respecto a la misma, toda vez que la misma se encuentra a nombre de persona diversa, es decir al ciudadano (…). Bajo esa argumentación se procede a analizar la causal de improcedencia prevista en la fracción I, del citado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador, es INFUNDADA esa causal d improcedencia que decreta el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que el artículo 243, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que interesado es quien tiene un interés jurídico por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido; mientras el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del mismo Código, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 243.- ...  
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a los artículos transcritos en supralíneas, para la procedencia del proceso administrativo, es requisito sine qua non que el promovente, contar con interés jurídico y que se acredite el acto o resolución combatida  que afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. Por su parte, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, respecto al interés jurídico en el proceso administrativo ha sostenido el criterio visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mientras que, la doctrina al interés jurídico también lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que  regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en este sentido ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- Una facultad de exigir; y, b) Una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en una tesis aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en la Novena Época; Registro: 166362; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXX, Septiembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A; visible a Página: 3149, la que se  localiza con el Registro 216534 en el Disco del Sistema de Consulta “Jurisprudencia y Tesis Aisladas IUS” junio 1997 – Diciembre 2010, bajo el rubro siguiente: . . .  . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esta tesitura, el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto impugnado; entonces, para que proceda el proceso, conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con ese interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento o por un acto administrativo; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, aclarándose que una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . .  . .  . . . . . . . . . . . . . .

Ahora bien, en materia de los servicios públicos que presta el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, para efectos del proceso administrativo tiene interés jurídico, el propietario o el poseedor de un inmueble a cualquier título; porque en principio el cliente es quien contrata la prestación del servicio y es el obligado directo de su pago, según lo señala la fracción X del artículo 2 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, y en caso de incumplimiento del pago, conforme a lo estipulado en el acápite primero del artículo 232 del mismo Ordenamiento, el propietario o el poseedor responden por los adeudos que se generen por la prestación de los referidos servicios y en general por cualquier concepto que se genere en términos de este reglamento, numerales que en lo conducente disponen: 

“Artículo 2.- Para efectos del presente ordenamiento se entenderá por:

IX.- Cliente: Persona física o moral que contrata la prestación de los servicios a cargo del Organismo Operador, y que se obliga al pago de la contraprestación respectiva;”

“Artículo  232.- El propietario o poseedor de un bien inmueble responderá ante el Organismo Operador, por los adeudos que el inmueble genere por concepto de tarifas, derechos, cooperación para obras y en general cualquier concepto que se genere en los términos de este Reglamento y demás disposiciones legales.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Bajo ese contexto, cuando la parte actora no es la destinataria del acto combatidos en el proceso administrativo, a fin de acreditar su interés jurídico y estar en aptitud de impugnar de ilegalidad el documento A 41071103, con fecha de emisión 11 once de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete,  respecto del bien inmueble ubicado en Agustín Melgar número 204 dos cientos cuatro, Héroes de Chapultepec de esta ciudad, cuenta 67973, se encuentra constreñida a demostrar que tiene el carácter de cliente o usuario de los servicios que proporciona el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, ya sea como propietario o poseedor a cualquier título del inmueble, de esta manera, jurídicamente lo importante es aportar medios convictivos idóneos para demostrar en autos que la parte justiciable tiene cualquiera de estas calidades. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, en virtud de que el interés jurídico es un elemento esencial para la procedencia del proceso, cuya carga probatoria corresponde a la parte actora y no a quien resuelve; en estas condiciones, la parte actora debe acreditar su interés jurídico al presentar la demanda de nulidad, pues esta carga procesal consiste en que habrá de demostrarse fehacientemente que cuenta con el derecho que adujo y que se le vulneró, en otras palabras, la carga de la prueba en el proceso administrativo consiste en la facultad que tiene la parte actora de aportar al juicio los medios de prueba necesarios e idóneos con el objeto de poder demostrar que cuenta con interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .  . .

Así, tenemos que esta carga procesal no constituye una obligación de la parte impetrante, sino que sólo tiene el interés de probar, de ahí que el juzgador no se encuentra constreñido a requerir a la parte actora para que aporte medios de convicción para acreditar su interés jurídico y por consiguiente la procedencia del juicio, pues tiene la libertad de ofrecer medios probatorios idóneos a fin de demostrar la calidad de cliente, propietario o poseedor del inmueble que recibe los servicios por parte del Organismo Operador; en este contexto, en el proceso administrativo el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones, porque el perjuicio debe ser real, concreto y actual. . . . . 

Respecto a la carga de la prueba del interés jurídico y que no se infiere con base en presunciones, se reproduce como criterios orientadores los sustentados en una tesis aislada y en jurisprudencia, respectivamente, por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, bajo los siguientes rubros: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO, CARGA DE LA PRUEBA. CORRESPONDE AL QUEJOSO ACOMPAÑAR LOS ELEMENTOS DE CONVICCIÓN RELATIVOS Y NO AL JUEZ RECABARLOS DE OFICIO. Si bien en la parte in fine del artículo 78 de la Ley de Amparo, se confiere al Juez de Distrito la prerrogativa para recabar las pruebas que habiendo sido rendidas ante la autoridad responsable no obren en autos y se estimen necesarias para la resolución del asunto, lo cierto es que tal dispositivo no obliga al resolutor federal a requerir de esa autoridad los medios de convicción que justifiquen el interés jurídico del promovente del juicio de garantías; esto, por la sencilla razón de que de conformidad con el artículo 4o. y la fracción V del artículo 73, interpretada en sentido contrario, ambos de la ley de la materia, el interés jurídico es un elemento esencial para la procedencia del juicio de amparo, cuya carga probatoria corresponde al quejoso y no al Juez de garantías.”  Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. Época: Novena Época; Registro: 183039; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XVIII, Octubre de 2003; Materia(s): Común Tesis: XXVII.6 K; Página: 1030.
“INTERES JURIDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ACREDITARSE EN FORMA FEHACIENTE EL. En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.” Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. Época: Novena Época; Registro: 203522; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo III, Enero de 1996; Materia(s): Común; Tesis: XX. J/14; Página: 148.  . . . . . . . .

Además, para acreditar el interés jurídico del impetrante, no basta la presentación de la demanda o la manifestación de  señalar que es poseedor, sirviendo por analogía  la jurisprudencia 27/90, emitida por la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo V, primera parte, enero a junio de 1990, página 229, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO. NO LO DEMUESTRA LA MANIFESTACIÓN DEL QUEJOSO BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD. La circunstancia de que todo lo declarado en el juicio de amparo promovido por el quejoso, se haya hecho bajo protesta de decir verdad, no acredita el interés jurídico que se tiene para el ejercicio de la acción de amparo, ya que es necesario que se aporten pruebas fehacientes de ese interés.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual forma, la tesis de jurisprudencia 28/90, emitida por la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo V, primera parte, enero a junio de 1990, página 230, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. A FIN DE TENERLO POR ACREDITADO NO BASTA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA RESPECTIVA. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción I, de la Constitución General de la República y 4o. de la Ley de Amparo en relación con la fracción V del artículo 73 de este ordenamiento, el juicio de garantías se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que significa que uno de los presupuestos para la procedencia de la acción constitucional es la comprobación plena del interés jurídico del quejoso, pudiendo hacerlo por cualquiera de los medios de prueba previstos por las leyes, pero no basta para tenerse por acreditado el solo hecho de presentar la demanda respectiva, lo que implica únicamente la pretensión de excitar el órgano jurisdiccional, pero no la comprobación de que la ley o acto reclamado lesionan sus intereses jurídicos por lo que de no satisfacerse dichos requisitos, debe sobreseerse en el juicio de amparo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, es el caso que la parte actora comparece a promover el presente proceso, ostentando su carácter de poseedor del inmueble ubicado en Agustín Melgar número 204 doscientos cuatro, héroes de Chapultepec de esta ciudad, cuenta  67973; por lo tanto, a fin de estar en aptitud de impugnar el documento A 41071103, se encuentra constreñido a demostrar su interés jurídico y, para ello, debe demostrar en este proceso que ostenta el uso de los servicios que presta el Organismo Operador; no obstante que ese documento se encuentra expedido a nombre del ciudadano (…), la actora para acreditar el carácter con que presenta su demandada, ofreció la prueba de informe a cargo de la autoridad demandada, probanza en el cual se exhibió como parte de la misma, copia certificada notarialmente de la resolución de fecha 10 diez de marzo del año 2014 dos mil catorce, emitida por el Gerente de Calidad del Agua del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León dentro del expediente 1387, y copia certificada notarialmente del convenio para la suspensión del procedimiento relativo a la visita de inspección del expediente 1387; documentos que de la revisión que se hace a los mismos, se acredita que el organismo operador  reconoce a quien demanda como responsable de la cuenta 67973. El informe  en cuestión merece valor probatorio pleno, acorde a lo establecido por los artículos 117 y 122 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .
De esta manera, quien demanda cuenta  con interés jurídico para impugnar el documento A 41071103, en razón de que acreditó el carácter de poseedor y por ende la vinculación de usuario de los servicios que presta el organismo operador  respecto dela cuenta 67973. . . . . . . . . . . . .  . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . .  . . . . 

 Por lo tanto, en el sumario  existe medio de convicción del que se desprende que antes de la fecha de presentación de la demanda que nos ocupa, a la parte actora se le han prestado los aludidos servicios públicos, ello para tener por acreditado el requisito de procedencia como lo es el interés jurídico, en ese contexto, la parte justiciable tiene una facultad de exigir a la autoridad y ésta  tiene una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia; pues, el artículo 232 del citado Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, establece esa facultad de exigir a favor del usuario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción Vi del pluricitado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador, es INFUNDADA esa causal de improcedencia para decretar el sobreseimiento,  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior se sostiene, en razón de que la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada acorde a lo vertido por el considerando que antecede. . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante lo infundado de las causales de improcedencia analizadas y al no actualizarse ninguna otra causal de improcedencia prevista del referido artículo 261, en el subsecuente considerando se procede al estudio  de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación. 

CUARTO.- La  actora en el concepto de impugnación marcado con el número 1 uno del capítulo respectivo de la demanda, el actor alega que el gobierno Mexicano se ha obligado a reconocer el acceso al agua potable como un derecho humano fundamental, considerándolo el elemento más básico de la vida, indispensable para llevar una existencia en dignidad humana, y un pre-requisito para la realización de otros derechos humanos, ello mediante la ratificación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en sus artículos 11 y 12; que hace un reconocimiento a la Observación General número 15, de manera explícita, que el derecho al agua es un derecho fundamental otorgado a toda persona, de contar con agua suficiente a precio asequible, físicamente accesible, segura y de calidad, aceptable para usos personales y domésticos, lo que pretende desconocer la autoridad demandada, privándolo del vital elemento, violentando las leyes; en el concepto de impugnación marcado con el número 2 dos del mismo capítulo de la demanda, expresa que la Constitución Federal elevó a rango garantía individual el derecho al agua, al contemplar que toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, el Estado garantiza ese derecho estableciendo la participación de los Municipios para la consecución de dichos fines, mediante la obligación a su cargo de prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, derecho que está desconociendo la demandada violentando las leyes; en el concepto de impugnación marcado con el número 03 tres del mismo capítulo de la demanda, aduce que la Constitución local refuerza que todas las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitución Federal, los consagrados en esa Constitución y sus leyes reglamentarias, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse sino en los casos y bajo las condiciones que establece la Carta Magna y es a los Ayuntamientos a quienes les corresponde prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales y la demandada violenta con su acto los derechos fundamentales que le asisten; y, en el concepto de impugnación marcado con el número 05 cinco del mismo capítulo de la demanda, expresa que el acceso al agua  potable es un derecho de carácter fundamental, inalienable, imprescindible, humanitario, social y económico y ambiental que todo ser humano debe tener en determinada cantidad, calidad, disponibilidad y condiciones para la sobrevivencia en circunstancias aceptable, sin importar su edad, sexo, raza, credo, nacionalidad o cualquier circunstancia particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto, la autoridad demandada  que esas argumentaciones se encuentran basadas en el derecho humano al agua, sin precisar de manera alguna la supuesta vulneración  de su esfera jurídica, por lo que no se encuentran orientados a combatir la ilegalidad del acto. . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Para este Juzgador, son INFUNDADOS estos conceptos de impugnación, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que los anteriores argumentos se encuentran relacionados  entre  sí,   ya  que en ellos  se arguye la  violación  del   derecho fundamental de acceso al agua potable, por la suspensión total del servicio. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En segundo lugar,  cabe destacar que el inmueble ubicado en Agustín Melgar número 204 doscientos cuatro, Héroes de Chapultepec, se encuentra vinculados a dos cuentas distintas, siendo en el caso que nos ocupa que,  en la cuenta  67973 se recibe el servicio público de agua que presta el organismo operador. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese tenor, el derecho humano al agua potable se encuentra  tutelado por los artículos 4, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y  el punto 56, de la Observación General número 15, del Comité de Derechos Económicos, Sociales  Culturales de la Organización de las Naciones Unidas -29º período de sesiones; Ginebra, 11 a 29 de noviembre de 2002; Tema 3 del programa-;  los cuales rezan:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Articulo 4.- …

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para uso personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.”

“Artículo 11.- El Comité interpreta el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del artículo 12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apropiada sino también los principales factores determinantes de la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. Otro aspecto importante es la participación de la población en todo el proceso de adopción de decisiones sobre las cuestiones relacionadas con la salud en los planos comunitario, nacional e internacional”.

 “56.- Antes de que un Estado Parte o un tercero haga algo que interfiera con el derecho al agua de una persona, las autoridades pertinentes deberán velar por que tales medidas se lleven a cabo de un modo previsto por la legislación que sea compatible con el Pacto, y eso incluye: a) la oportunidad de una auténtica consulta con los afectados; b) el suministro a tiempo de información completa sobre las medidas proyectadas; c) la notificación con antelación razonable de las medidas proyectadas; d) la disponibilidad de vías de recurso y reparación para los afectados; y e) asistencia jurídica para obtener una reparación legal (véanse también las Observaciones generales Nº 4 (1991) y Nº 7 (1997)). Cuando tales medidas se emprendan porque una persona adeuda el pago de agua, deberá tenerse en cuenta su capacidad de pago. En ninguna circunstancia deberá privarse a una persona del mínimo indispensable de agua.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 
Bajo esta perspectiva, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, sostiene que el derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico, ya que un abastecimiento adecuado de agua salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de consumo, cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica; mientras que el artículo 4, párrafo sexto, de nuestra Norma Fundamental, materializa y protege este derecho humano al agua; de este modo el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, prevé tal situación en su artículo 181, el cual  establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 181.- El acceso al agua potable es un derecho de carácter fundamental, inalienable, imprescriptible, humanitario, social, económico y ambiental, que todo ser humano, debe tener en determinada cantidad, calidad, disponibilidad y condiciones para la sobrevivencia en circunstancias sanitarias aceptables.

En la prestación del servicio queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico, nacional, género, edad, discapacidad, condición social, condición de salud, religión, opinión, preferencia sexual, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar este derecho.” . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

De este modo, si bien es cierto que con la inspección ocular desahogada en fecha 08 ocho de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, se acredita que la autoridad demandada suspendió el servicio de agua potable, también lo es, que de los documentos A 41071104 y A 41071103 así como de la prueba de informe a cargo de la demandada, se acredita que el inmueble ubicado en Agustín Melgar número 204 doscientos cuatro, Héroes de Chapultepec de esta ciudad, vinculado a las cuentas 48900 y 67973, tiene  como giro Tenería y Procesadora de Cueros. Documentales e informe  que merecen valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos 117, 121 y 122 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .
Por tanto, la actora pretende acceder a la tutela constitucional y convencional respecto de un uso diverso en lo previsto en tales ordenamientos, dado que el documento combatido sostiene “GIRO TENERÍA Y PROCESADORA DE CUEROS”, el que lo posiciona en el uso industrial, entendiéndose por éste la utilización del agua en fábricas, empresas o parques industriales que lleven a cabo algún proceso de producción o transformación, según los dispuesto por el artículo 2, fracción LXVIII, del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, atendiendo a que la parte justiciable tiene una actividad industrial, resulta evidente que no tiene protegido el derecho humano de acceso al agua, consagrado en los artículos transcritos en párrafos anteriores, ya que en autos con los pluricitados documentos  controvertidos y la prueba de informe a cargo de la autoridad admitida a la parte actora, se acredita el hecho de que en el domicilio donde se suspendió el servicio, no se tiene un uso de agua doméstico; por tanto, el Organismo Operador sólo se encuentra constreñido a garantizar el derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para uso personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. De esta forma, al agua se le da un uso industrial y no para satisfacer necesidades personales y domésticas de la impetrante ni de su familia, dado que estos dos elementos son los configuradores de la protección del derecho humano de acceso al agua, motivo por el cual no le asiste la razón a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo lo anterior así y estimando que el presente proceso administrativo se rige por el principio de estricto derecho y en la especie no procede la suplencia de la queja, en virtud de que no se actualiza ninguno de los supuestos previstos por el artículo 301 del aludido Código de Procedimiento de Justicia Administrativa, por tal razón este Juzgado se encuentra imposibilitado para analizar la legalidad o ilegalidad de la suspensión del servicio controvertido, por consiguiente, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 300, fracción I, del mismo Código, SE RECONOCE LA VALIDEZ Y LEGALIDAD  de la suspensión del servicio público de agua potable decretada en el domicilio  ubicado en Agustín Melgar número 204 doscientos cuatro, Héroes de Chapultepec de esta ciudad, vinculado a la cuenta 67973. . . . . . . 

QUINTO.- Asimismo, la parte actora en el párrafos décimo sexto del capítulo de conceptos de impugnación  aduce,  que respecto de los servicios públicos recibidos y reclamados en pago, la demandada se encuentra obligada a demostrar la real prestación de los mismos, acreditando en primer término la existencia del tributo que cobra en la ley fiscal respectiva, la base, cuota, tasa o tarifa aplicada y procedimiento de cálculo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte la autoridad manifestó en lo toral que los conceptos de impugnación resultan inoperantes  al no encontrarse vertidos en términos del artículo 265, fracción VII del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . .  . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
Para este Juzgador es FUNDADO este concepto de impugnación, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . .  .

Es relevante destacar que por fundar el acto administrativo, se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y  por motivar el acto fiscal se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .  . . 
En ese orden de ideas, la autoridad al emitir los documentos  A 41071104 y A 41071103, en el cual se contienen  los saldos por los conceptos de: saldo anterior, consumo de agua y drenaje, se encontraba constreñida a indicar el sujeto, objeto, base, tarifa, lugar, forma y época de pago de esos conceptos . . . . . . . . . . . .  
Así tenemos que del análisis de los documentos  A 41071104 y A 41071103, correspondientes al domicilio Agustín Melgar número 204 dos cientos cuatro, Héroes de Chapultepec de esta ciudad, vinculado a las cuentas 48900 y 67973, se advierte que se encuentran insuficientemente motivados, ya que en cuanto al concepto de meses de adeudo, la autoridad omite indicar el periodo que comprende los 109 ciento nueve  y 83 ochenta y tres meses de adeudo, así como el consumo de agua que se dio en cada uno de ellos; aunado que también omite expresar la base y la tasa que aplicó sobre el consumo mensual de agua en  metros cúbicos recibos, de conformidad con la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato para el ejercicio fiscal del año 2008 dos mil ocho al año 2017 dos mil diecisiete, periodo en el que se comprenden los meses de adeudo señalados por la demandada. . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que respecta al servicio de agua, la demandada omite  expresar la base y la tasa que aplicó sobre el consumo mensual de agua  metros cúbicos recibos de conformidad con la Ley de Ingresos para el Municipio de león, Guanajuato para el ejercicio fiscal del año 2017 dos mil diecisiete. . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto al servicio de drenaje, de igual manera no se encuentra suficientemente motivado, en virtud de que la autoridad tampoco expresa la base, ni tasa que aplica sobre el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el organismo operador, de conformidad con las tarifas aplicables, conforme a las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato para los ejercicios fiscales del año 2008 dos mil ocho al 2017 dos mil diecisiete; de esta manera, deberá referirse a la descarga de aguas a la red de drenaje, precisando si es por el consumo mensual de agua o por volumen convenido o descargado o estimado por el organismo operador. . . . . . . . . . . . . . .
En  ese  sentido,  la autoridad demandada se encuentra obligada a indicar el 

monto erogado por la prestación de cada servicio o concepto, esto es, por el consumo de agua y drenaje; luego entonces, la autoridad en los documentos que contienen el saldo a cobrar, debe señalar de manera clara y precisa  la base y la tarifa para ese servicio público que comprende el saldo de cobro, externando el monto, el concepto y el periodo detallado por mes que comprende ese servicio prestado, así como las operaciones aritméticas que dieron como resultado cada uno de los montos a cobrar; circunstancias que al no cumplirse acarrean como consecuencia  la ilegalidad de los conceptos de recargos. . . . . . . . . .  . . . . .  . . .  . . 

En mérito de lo expresado, los documentos debatidos, se encuentran insuficientemente motivados, careciendo del elemento de validez exigido por las fracciones VI del artículo 137 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esta manera, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio el  derecho de la seguridad jurídica protegidos respectivamente por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por lo que con fundamento en el artículo 300, fracción II del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se impone declarar la NULIDAD TOTAL de los documentos A 41071104 y A 41071103, ambos  de fecha 11 once de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que contiene respectivamente los saldos de $ 645,228.00 (seiscientos cuarenta y cinco mil doscientos veintiocho pesos 00/100 Moneda Nacional) y  $62,662.00 (sesenta y dos mil seiscientos sesenta y dos pesos 00/100 Moneda Nacional), respecto al inmueble ubicado en  Agustín Melgar número 204 dos cientos cuatro, Héroes de Chapultepec, de esta ciudad, vinculado a las cuentas 48900 y 67973. . . 

Asimismo, la actora  señaló como pretensión que derivado de la nulidad del acto combatido, así como cada uno de los conceptos de cobro reclamados, solicita  el reembolso de cualquier cantidad cobrada y pagada de forma indebida, sin embargo resulta INFUNDADO reconocerle ese derecho y en consecuencia la condena a la autoridad a que le sea devuelto las cantidades pagadas que aduce, ello  en razón de que para que sea procedente esa pretensión es menester que en el proceso se encuentre acreditado con medio de prueba los pagos que dice erogó derivado de la prestación de los servicios que presta el Organismo Operador; sin embargo es el caso que no está  acreditado ese hecho y por lo tanto, el impetrante fue omiso en aportar medio de convicción tendente a acreditar el pago de las cantidades que señale le fueron cobradas en forma indebida . .  . . . .  . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones I y II,  y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . .

SEGUNDO.- Resultaron INFUNDADAS las causales de improcedencia hechas valer por la autoridad demandada, acorde a lo vertido en el tercer considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ y LEGALIDAD de la de la suspensión del servicio público de agua potable decretada en el domicilio  ubicado en Agustín Melgar número 204 doscientos cuatro, Héroes de Chapultepec de esta ciudad, vinculado a la cuenta 67973; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
CUARTO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de los documentos A 41071104 y A 41071103, ambos  de fecha 11 once de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que contiene respectivamente los saldos de $ 645,228.00 (seiscientos cuarenta y cinco mil doscientos veintiocho pesos 00/100 Moneda Nacional) y  $62,662.00 (sesenta y dos mil seiscientos sesenta y dos pesos 00/100 Moneda Nacional), respecto al inmueble ubicado en  Agustín Melgar número 204 dos cientos cuatro, Héroes de Chapultepec, de esta ciudad, vinculado a las cuentas 48900 y 67973; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el quinto  considerando de esta resolución.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- No se reconoce el derecho a la devolución de las cantidades pagadas de forma indebida; por las razones expresadas en la parte final del quinto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . .  

